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(Durante la reunión del grupo de trabajo celebrada el 4 de noviembre de 2011)
Gracias Señora Presidenta del Grupo de Trabajo sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores de la Comisión de asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de Estados Americanos (OEA) por invitar a la Organización Panamericana de la Salud (OPS) a esta sesión de diagnóstico de los derechos humanos de las personas mayores. La situación de las personas mayores y el envejecimiento sano y activo es para la OPS una prioridad dentro de su Plan de acción sobre la salud de las personas mayores incluido el envejecimiento activo y saludable, que fue adoptado en 2009 por todos los Estados Miembros de la OPS a través de la Resolución CD 49. R15 de su Consejo Directivo.

Es importante mencionar que este Plan de Acción es un documento técnico de alto nivel que incluye lineamientos importantes con relación a algunos de los temas que se discutirán en el día de hoy por este honorable grupo de trabajo tales como la revisión y reforma de políticas, planes, legislaciones y programas de desarrollo para las personas mayores que sean consistentes con los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos y la discusión de presupuestos nacionales que permitan crear las condiciones propicias para afrontar el reto del envejecimiento sin discriminación en todos los países de la Región.  Las estrategias que plantea la OPS en este plan de acción para proteger a las personas mayores se fundamentan en el preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS) en la que se establece que “…el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o condición económica o social…”

Dada la situación particular de discriminación, impotencia y abandono actual en la que viven miles de personas mayores en nuestra región sobre todo en servicios de cuidado a largo plazo y hogares asistidos, los cuerpos directivos de la OPS en distintas resoluciones han instado a sus Estados  Miembros a que aboguen por la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas mayores de conformidad con las convenciones, declaraciones y recomendaciones de las Naciones Unidas y del Sistema Interamericano. 

Este plan, Sra. Presidenta, que ya hemos compartido con todas las delegaciones de la OEA, ha tenido en cuenta estándares internacionales y regionales existentes sobre envejecimiento y derechos humanos tales como el Plan de acción Internacional de Madrid (2002); la Declaración de Brasilia aprobada en la Conferencia Regional Intergubernamental sobre envejecimiento (2007), la Agenda de Salud para las Américas 2008-2017 y las distintas Resoluciones de la Asamblea General de la OEA con relación a los Derechos Humanos y personas  mayores”, entre otros. 

No obstante, la Región enfrenta hoy una nueva situación demográfica y epidemiológica que demanda de los países adecuarse a nuevos contextos y contar con políticas, planes, legislaciones, programas y medidas específicas que protejan los derechos de las personas mayores.    De acuerdo a los estudios y visitas de la OPS a distintos países, el maltrato a las personas mayores tanto en sectores públicos como privados es un problema creciente en nuestra región.  La OPS, Señora Presidenta, considera que es muy oportuno tal como se propone el día de hoy, encontrar y discutir mejoras y mecanismos que garanticen la calidad de vida, el bienestar, la salud y otros derechos humanos de las personas mayores sobre todo en áreas que todavía requieren de estándares, lineamientos técnicos y medidas regionales más específicas que los existentes, sobre todo con relación a derechos humanos necesarios para poder gozar de salud tales como el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal (incluida la integridad física y mental), el derecho a la libertad y seguridad personal, el derecho de igualdad ante la ley, el derecho a la libertad de expresión (especialmente en el contexto de los servicios de atención a largo plazo como viviendas asistidas), el derecho a la protección judicial, el derecho a las garantías judiciales y el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud.  Algunos vacíos y barreras existentes en políticas, planes y/o legislaciones nacionales con relación al ejercicio de los derechos humanos arriba mencionados incluyen:

A. Derecho a la vida  (Convención Americana, Artículo 4, 6 PDCP)

Por ejemplo, la vida de las personas mayores está en peligro constantemente cuando los Estados ejecutan o permiten ciertas prácticas sistemáticas (sobre todo en las referidas instituciones) tales como aislamientos celulares, hacinamiento, condiciones de vida deplorables, tratamientos inhumanos y degradantes (ya sean físicos o mentales), malnutrición y experimentos científicos, entre otras.

Es necesario establecer medidas específicas para proteger el derecho a la vida de las personas mayores hasta el final de su vida, sobre todo con relación a aquellos pacientes terminales que se encuentran bajo la protección del Estado tales como: proporcionar las medidas paliativas que sean necesarias para aliviar el dolor y apoyar su nutrición; mantener la calidad de atención al final de la vida sobre todo evitando el aislamiento, maltrato físico o mental, atención no apropiada, abandono, explotación financiera y medidas específicas para manejar apropiadamente problemas como el miedo a la muerte que permitan que las personas mayores puedan morir con dignidad.
 

B. Derecho a la integridad personal (Convención Americana, Artículo 5, PDCP  7)

Este derecho se refiere a aquel derecho inherente a cualquier persona a que se respete su integridad física, psíquica y moral y a no ser sometida a tratos crueles, inhumanos o degradantes.  Este derecho se refiere también a la protección contra la explotación económica, sexual o de otra índole y al maltrato físico al que son expuestas con frecuencia las personas mayores. 
     

Para proteger este derecho, sería necesario formular medidas de protección específicas sobre todo en el contexto de las personas mayores que residen en instituciones de larga estadía como residencias u hogares protegidos para regular las funciones de cuidadores y personal de salud y su capacitación en estándares sobre derechos humanos y envejecimiento para evitar que golpeen o empujen a estas personas; las fuercen a comer alimentos; las amarren o sujetan a las camas, sean sometidas a quemaduras o al abuso sexual y sean colocadas en posiciones incorrectas que afectan la discapacidad o producen heridas.
  Medidas específicas relacionadas con este derecho que deberían formularse e incluirse en legislaciones y políticas nacionales incluyen aquellas relacionadas con las instituciones arriba mencionadas para evitar: abandono a estas personas en las camas o intimidación con gestos o palabras por parte del personal de salud o cuidadores y descuido de la hidratación,  la nutrición o la higiene personal intencionalmente.
  En términos generales, las legislaciones nacionales no son específicas con relación a las medidas necesarias para evitar dolores evitables.

C. Derecho a la Libertad (Convención Americana, Artículo 7, PDCP 9) y a la Circulación (Convención Americana, Artículo 22, PDCP 17)

Este derecho es relevante con relación a todas aquellas personas mayores que  viven en servicios de cuidado de largo plazo, instituciones públicas, hogares comunitarios u hospitales psiquiátricos sin el debido proceso establecido por las legislaciones nacionales, a pesar de que en muchas ocasiones las causas de internación hubieran desaparecido.  

Para proteger el derecho a la libertad personal ya la circulación de las personas mayores es necesario que las políticas y legislaciones nacionales establezcan medidas específicas en instituciones y hogares comunitarios para garantizar las visitas o los contactos de las personas mayores con la comunidad; la participación de la comunidad en actividades del hogar y que la estructura física de las instituciones sea adaptada para facilitar el acceso y derecho a la movilidad de personas mayores.
  Precisamente para proteger el derecho a la libertad personal (Artículo 7) y el derecho a la circulación (Artículo 22) sería necesario establecer medidas en la legislación y programas nacionales para que los Estados desarrollen servicios de cuidado de largo plazo basados en la comunidad, incluyendo hogares protegidos.
 

D. Derecho a la Seguridad Personal (Convención Americana, Artículo 7, PDCP 9)

La mayoría de las legislaciones nacionales no contemplan medidas específicas vinculadas al derecho a la seguridad personal, tales como aquellas que garanticen la libertad para tomar decisiones y para aceptar o negar voluntariamente y sin coerción tratamientos, intervenciones o experimentos médicos o científicos ya sea de carácter físico o psíquico al igual que protocolos claros al respecto.  Este derecho tiene una gran importancia con relación a la autonomía de las personas mayores la cual puede disminuir notablemente por motivo del envejecimiento y la vulnerabilidad propia de éstas. No obstante, el derecho a la seguridad personal y por consiguiente el derecho a otorgar consentimiento informado requiere de medidas y estándares específicos que tomen en consideración la edad.

Para proteger el derecho a la seguridad personal, principalmente con relación a la toma de decisiones (y en especial con relación a decisiones sobre tratamientos y cuidados médicos o científicos) es importante que se creen a través de instrumentos y estándares internacionales de derechos humanos medidas para que el personal de salud y otros actores determinen si la persona tiene la capacidad para recibir la información necesaria, hacer un juicio propio y tomar la decisión sin coerción.  La mayoría de las legislaciones de la Región no contemplan procedimientos establecidos por ley para  revisar periódicamente por un tribunal competente la declaración de incapacidad de una persona mayor.
  Las personas mayores no necesariamente carecen de capacidad permanentemente ni para  todo acto jurídico.    

E. Derechos Políticos (Convención Americana, Artículo 23, 25 PDCP)

Todos los ciudadanos tienen el derecho de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas.  No obstante, muchas personas mayores hoy en día son privadas de este derecho básico
 y de conformidad con los informes de la antigua Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas
 (ahora sustituida por el Consejo de Derechos Humanas) esta restricción se observa también en muchos Estados con relación a las personas con discapacidad.  Aún cuando pareciera un derecho que se ejerce por todas las personas en igualdad de condiciones, en muchos países de la región las personas mayores que residen en asilos, instituciones de larga estadía, hogares comunitarios e instituciones psiquiátricas o de otra índole   no ejercen su derecho a votar en los comicios electorales. 

F. Derecho a la salud (Protocolo de San Salvador, Artículo 10)

De acuerdo a la Constitución de la OMS, al Protocolo de San Salvador, al Plan de Acción de la OPS sobre envejecimiento activo y a la Resolución del Consejo Directivo de la OPS CD50R8 (“Derechos humanos y Salud”), este derecho debe ser entendido como la obligación que tiene el Estado de adoptar (progresivamente) medidas, legislaciones, programas y políticas públicas que permitan proporcionar a todas las personas sin discriminación: servicios de atención primaria de salud, de inmunización contra las enfermedades infecciosas, prevención y tratamiento de enfermedades endémicas, profesionales y de otra índole, de educación de la población sobre prevención de enfermedades y para la satisfacción de las necesidades en materia de salud de los grupos en mayor situación de vulnerabilidad (como son las personas adultas mayores).  En el contexto de las personas mayores, todavía las legislaciones de la Región no son específicas con relación a medidas mínimas que son necesarias para proteger el derecho a la salud de estas personas tales como:

1) Políticas y planes específicos para la protección de las personas que utilizan los servicios de cuidado a largo plazo que puedan garantizar la preservación de su funcionalidad y autonomía durante todo el curso de vida y por consiguiente el ejercicio de todos sus derechos humanos y libertades antes mencionados;

2) Capacitación de los recursos humanos que gerencian los programas nacionales dedicados a las personas mayores de acuerdo a medidas y acciones claras adoptadas por los Estados;

3) Formulación y revisión de marcos legales y mecanismos para la protección de los derechos humanos de las personas mayores (tales como su derecho a la vida, integridad personal, su seguridad personal y privacidad); sobre todo en el contexto de personas que utilizan los servicios de cuidado a largo plazo para erradicar efectivamente el abuso, maltrato físico, psicológico o sexual de la persona mayor y toda forma de trato cruel, inhumano o degradante;

4) Establecimiento de servicios integrales de salud que verdaderamente respondan a las necesidades de las personas mayores y reorientación de los servicios existentes;

5)  Establecimiento de entornos físicos, sociales y culturales que potencien el desarrollo de las personas mayores y la protección de su capacidad para tomar decisiones; y favorezcan el ejercicio de derechos humanos en la vejez tales como empleo decente, educación a lo largo de toda la vida  y mejoramiento de la cobertura de pensiones tanto contributivas como no contributivas y su derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud; y

6) Opciones de atención comunitaria a largo plazo, incluidas las viviendas adaptadas y residencias asistidas con especial atención a salud nutricional, lesiones no intencionales, prevención de caídas y de agresiones que puedan crear o incrementar la discapacidad física o mental de las personas mayores y por consiguiente violaciones a su derecho a preservar su integridad física, psíquica y moral.  Estas opciones, Sra. Presidenta, requerirán de medidas específicas que sean discutidas, negociadas  y adoptadas por todos los Estados para poder garantizar a las personas mayores, a través de normas y estándares internacionales y regionales, su derecho vivir y ser incorporadas en la comunidad.

· Señora Presidenta, los hombres y las mujeres de 60 años o más que viven en Latinoamérica y en el Caribe son la población de más rápido crecimiento en el mundo y éstas personas dada su fragilidad, vulnerabilidad y muchas veces discapacidad requieren de una protección especial en políticas, planes y legislaciones nacionales e instrumentos internacionales de carácter urgente.  Todos hemos visto en la prensa y en la t.v. las impactantes fotografías de personas mayores que a consecuencia de desastres naturales, por ejemplo terremotos, requieren de servicios y mecanismos de apoyo que estén diseñados especialmente para ellas como medidas urgentes para proteger su derecho a la vida, salud e integridad personal.   Como agencia interamericana y de las Naciones Unidas, la Organización Panamericana de la Salud está comprometida con la protección y la promoción de los derechos humanos de las personas mayores como una acción necesaria para garantizar el bienestar físico,  mental y social de este grupo en situación de vulnerabilidad.  

· Todos los Estados de la OPS, preocupados por la situación actual de la personas mayores en el hemisferio, se encuentran en el proceso de implementar el  Plan de acción sobre el envejecimiento activo y saludable antes mencionado que pretende ser un aporte al Sistema Interamericano para encontrar soluciones a obstáculos todavía existentes en políticas, planes y legislaciones con relación al bienestar de las personas mayores y todos sus demás derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y libertades fundamentales. No obstante, este no es un instrumento vinculante y tampoco contempla, dada su naturaleza jurídica, un órgano o comité regional que pueda supervisar y evaluar constantemente la protección de los derechos humanos de las personas mayores tanto en la sociedad civil como en las instituciones de larga estadía.   

· Señor Presidente, la OPS, tal como fuera establecido por su Consejo Directivo en Octubre de 2009 en su resolución CD 49.R15, está a total disposición del Sistema Interamericano para seguir colaborando “…con el Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos en el desarrollo de esfuerzos que incluyan, entre otros, sesiones especiales de representantes nacionales y expertos provenientes del sector académico y de la sociedad civil, así como de organismos internacionales, con el objetivo de intercambiar información y buenas prácticas y a la vez examinar la viabilidad de elaborar una convención interamericana sobre los derechos de las personas mayores…” Este proceso de formular una convención interamericana  específica que proteja más efectivamente la salud y otros derechos humanos de las personas mayores es visto por la OPS como una oportunidad única para reunir a toda una gama de expertos de las más variadas disciplinas, gobiernos, ONG’s, agencias especializadas y otros actores vinculados al envejecimiento saludable y activo, el cual es un tema complejo que requiere el apoyo de una red multidisciplinaria y medidas jurídicas de carácter específico. Muchas Gracias Señora Presidenta, distinguidos delegados, Sr. Secretario General, agencias especializadas de las Naciones Unidas e Interamericanas y distinguidas organizaciones de personas mayores aquí presentes.
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� Id. Estrategia Regional de CEPAL, p. 7: De conformidad con sus consideraciones generales existe un limitado y una escasa fiscalización de las regulaciones que rigen el funcionamiento de las instituciones de larga estancia.  No existe una fiscalización adecuada en cuanto a los derechos humanos ni las obligaciones internacionales que han asumido los Estados con relación al tratamiento y cuidado de las personas adultas mayores que residen en estas instituciones.


� Ver Guía Clínica para Atención Primaria a las Personas Adultas Mayores, Organización Panamericana de la Salud (OPS), Promoción de la Salud y Envejecimiento Activo, Serie de Materiales de Capacitación Número 1, Tercera Edición 2003, p. 119 y 120.  Ver también Observación general No. 14 sobre el derecho a la salud, Comité de derechos Económicos, Sociales y Culturales.


� Id., p. 128-135. Ver también Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), OEA/Ser.L/V/II.102 Doc. 6 rev. 16 de abril de 1999, Victor Rosario Congo, Informe No. 63/99, Caso 11.427 (Ecuador).  Si bien este informe no se refiere a una persona adulta mayor, en este informe la CIDH se refiere al estado de salud de la víctima como un factor determinante para interpretar si  los derechos humanos contemplados en la Convención Americana han sido violados por un Estado parte.  En este informe la Comisión analizó la situación de una persona con discapacidad que se encontraba privada de libertad en un centro penitenciario.      


� Supra Nota 20, p. 129.


� Id.   Ver también Principios de las Naciones Unidas a favor de las personas de edad, Supra Nota 18, párrafo 14 (Cuidados).  


� Supra Nota 20, p. 130.


� Resolución CE130.R19 (“Salud y Envejecimiento”) del Comité Ejecutivo de la Organización Panamericana de la Salud, Washington D.C., Estados Unidos, 24-28 junio de 2002.


� Supra Nota 20, p. 116.


� Id. p. 117 y 118.


� Supra Nota 20, p. 129.


� Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, Informe final preparado por Leandro Despouy (Relator Especial), p. 9.





